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ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACIÓN No. 019
Fecha: 

17 de junio de 2011
Hora: 
 

7:00 A.M. 

ASISTENTES:          Doctor JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO




Secretario Privado, Presidente del Comité



Doctora LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO
            
Secretaría Jurídica 
            
Doctor   RAFAEL LOPEZ HOYOS  

                        
Secretario de Servicios Administrativos 
Doctor JUAN MANUEL VALENCIA ARIAS



Secretario de Infraestructura




Doctora MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO




Secretaria de Hacienda




Doctora OLGA LUCIA ALZATE ZULUAGA




Oficina Asesora Control Interno 

                        
Doctora YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

                        
Secretaria Técnica Comité de Conciliación



ORDEN DEL DIA

1- Verificación del Quórum

2- Temas a tratar:

a- Se estudia por el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío Fallo pago condenatorio dentro del siguiente proceso: 

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 0503/2002

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL.

	                     Demandante:
	GLADYS ARBELÁEZ DE SABOGAL

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO


3- Proposiciones y varios.

DESARROLLO DEL ORDEN DEL DIA

1- Se verifica que existe Quórum para deliberar y decidir. 

Preside la Reunión el  Doctor  JOSE J. DOMÍNGUEZ GIRALDO, Secretario Privado    de la Gobernación del Quindío y Presidente del Comité de Conciliación. 

2- Desarrollo tema a tratar:

a- Se analiza por el comité Fallo pago condenatorio dentro del siguiente proceso: 

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 0503/2002

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL.

	                     Demandante:
	GLADYS ARBELÁEZ DE SABOGAL

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO


ANTECEDENTES DEL ASUNTO EN CUESTION:
La demandante, se nombró  en propiedad mediante Decreto No. 0604 de septiembre 6 de 1988 en el cargo de Secretaria de la Inspección Departamental de Policía del Barrio Santander de Armenia y se posesionó mediante acta No. 0724 de septiembre 9 de 1988, mediante Decreto 0279 de julio 5 de 1991 se nombró en propiedad en el cargo de Visitadora de Alcaldías adscrita a la Secretaría de Gobierno Departamental y se posesionó mediante acta 0476 de julio 8 de 1991, en el año de 1993, se nombró nuevamente en propiedad como Auxiliar Administrativo código 6005 en la Secretaría de Gobierno y Desarrollo Comunitario en continuidad por medio de Decreto 0361 de junio 28 de 1993, se posesionó mediante acta 0832 de julio 16 del mismo año, en 1998 se nombró en propiedad en continuidad mediante Decreto 0749 de agosto 6 y se posesionó mediante acta 0350 de agosto 25 en el cargo de Auxiliar Administrativo nivel 6 grado 13, lo anterior, según actas que reposan en su hoja de vida.

ANTECEDENTES DE LA REEESTRUCTURACIÓN DE 2001: 
La Asamblea Departamental del Quindío, profirió la Ordenanza No. 0014 de abril 29 de 2001 “Por medio de la cual se conceden unas autorizaciones protémpore al Gobernador del Departamento para modificar la estructura administrativa de la Administración Central y Descentralizada del Departamento, determinar las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondiente a sus diferentes categorías de empleo y se dictan unas disposiciones”.

Señala el artículo 305 numeral 7 de la Carta Política como atribución del Gobernador la de “Crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias”.

El seis (6) de octubre del año 2000, fue expedida la Ley 617, norma que de manera fundamental, gira en torno a la organización y funcionamiento de las entidades territoriales, siendo uno de sus pilares la financiación de sus gastos de funcionamiento, con sus ingresos corrientes de libre destinación, así se ha previsto desde la presentación del proyecto de ley, el cual reza en uno de sus apartes:  “Ahora más que nunca se evidencia que de no introducirse reformas al sistema administrativo de los departamentos, distritos y municipios, se sacrificará su posibilidad de subsistir y se abandonarán los servicios públicos a su cargo.  En el futuro cercano, de seguir las cosas como van, el universo de tales entidades puede entrar en cesación de pagos.  De hecho, por lo menos el setenta por ciento (70%) de las entidades territoriales ya están en dicha situación.

La estabilidad financiera de cualquier entidad pública depende de que con sus ingresos corrientes, es decir, aquellos ingresos que se perciben de forma constante y permanente en el tiempo y que, por lo tanto, son la única fuente de recursos cierta, se paguen los gastos de funcionamiento, que son aquellos que se generan de forma permanente tales como salarios y prestaciones sociales.

Pagar gastos de funcionamiento con recursos no recurrentes, como el producto de un crédito, la venta de un activo, de una regalía o de una donación, implica generar un gasto futuro que no cuenta con recursos para su pago.  En el pasado reciente esto ocurrió para financiar los gastos permanentes de los departamentos, distritos y municipios.  Estas entidades recurrieron al crédito para cubrir estos gastos y poco a poco tapar un hueco con otro, condujo a la cesación de pagos de uno o más de los siguientes rubros: servicio de la deuda pública, pago del pasivo pensional o pago de los gastos ordinarios de la administración.

En el caso de las entidades territoriales las cifras (…) hablan por sí solas, sin consideración de la fuente de recursos usadas, las deudas hoy en día son, en la mayoría de las entidades territoriales, superiores a la capacidad de pago.  En estas condiciones es necesario reducir los gastos si se quiere tener viabilidad futura y cumplir con la prestación de los servicios a su cargo.

(…)

La descentralización se yergue como principio dominante, en aras de realizar el ideal democrático de cercanía de la autoridad al ciudadano (…) sin unas finanzas públicas sólidas, soportadas en la autofinanciación de los gastos de funcionamiento, la autonomía de las entidades territoriales quedará reducida a un mero formalismo y la sostenibilidad del proceso de descentralización no estará garantizada”.  (Resaltado fuera de texto).

El corriente período constitucional de los actuales Gobernadores y Alcaldes, se inició el primero de enero  del año 2001, comenzaron los mandatarios,  entre otras, con la perentoria tarea de cumplir los preceptos contenidos en la trascendental Ley 617 de 2000, la cual en su artículo cuarto, establece, de acuerdo a las categorías de los departamentos, el valor máximo de sus gastos de funcionamiento, en el artículo 5º señala una tabla que indica el ajuste de los gastos de funcionamiento del departamento, estipulando un período de transición entre los años 2001 al 2004.
En estudio técnico previo a la reestructuración de diciembre de 2001, efectuado a la organización interna del Departamento del Quindío, se contempló que si bien la estructura existente era una estructura simplificada, para efectos de dar cumplimiento a la Ley 617 de 2000, la misma debía ser modificada y racionalizada; siendo uno de los objetivos principales la profesionalización y tecnificación de la planta de personal, privilegiando los niveles profesional y técnico frente a los demás niveles de la Gobernación, dotando así al Departamento, del talento humano necesario, a efecto de optimizar el cumplimiento de su misión con calidad, eficiencia y eficacia.

La profesionalización y tecnificación se da en forma relativa y no absoluta, toda vez que, no se generó un aumento en el número de empleos, debido al ajuste financiero derivado de la Ley 617 de 2000; arrojando el estudio que la misión y la función del Departamento, exigen el desempeño de labores, derivadas de la aplicación de conocimientos adquiridos en desarrollo de una educación formal, sobre todo cuando el Departamento no es un ente ejecutor, sino básicamente gestor, coordinador y planificador del desarrollo del Departamento y de sus municipios.

Otra de las causas que dieron origen a la reestructuración del año 2001, fue la racionalización del gasto a la luz de la Ley 617 de 2000, con el objeto de que el Departamento fuera viable financieramente, convirtiéndose en una premisa fundamental que define y restringe el tamaño de la nueva planta de personal, adecuándose la nueva planta, al techo presupuestal establecido para el pago de los servicios personales, y permitiendo equilibrar las finanzas del Departamento hacia el futuro, tal como lo dispuso la Ley antes citada.

El señor Gobernador, en legítimo ejercicio de las facultades constitucionales y legales y en las precisas también facultades, otorgadas por la Honorable Asamblea Departamental, expidió los siguientes actos administrativos:

· Decreto No. 000642 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la organización interna del Sector Central de la Administración del Departamento del Quindío, se fijan las funciones de las dependencias que la integran y se dictan otras disposiciones”.

· Decreto No. 000643 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la escala salarial para los empleados públicos del Departamento del Quindío”.

· Decreto No. 000644 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la planta de personal de la Administración Central del Departamento del Quindío y se dictan otras disposiciones”.

· Decreto No. 000656 de diciembre 12 de 2001, “Por el cual se ajusta el manual específico de funciones y requisitos mínimos para los empleos de la Administración Central del Departamento del Quindío”.

NORMATIVIDAD ESGRIMIDA EN LA DEFENSA DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 

La Carta Política estipula:

“Artículo 300.-  Corresponde a las asambleas departamentales por medio de ordenanza:

1, 2,…

7.-  Determinar la estructura de la administración departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas categorías de empleo.

9.-  Autorizar al gobernador del departamento para celebrar contratos, negociar empréstitos, enajenar bienes y ejercer, pro témpore, precisas funciones de las que corresponden a las asambleas departamentales”…

“Artículo 305.-  Son atribuciones del gobernador:

1,2,…

7.-  Crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias, señalar sus funciones especiales y fijar sus emolumentos con sujeción a la ley, a las ordenanzas respectivas.  Con cargo al tesoro departamental no podrá crear obligaciones que excedan al monto global fijado para el respectivo servicio en el presupuesto inicialmente aprobado”…

El Decreto – Ley 2400 de 1968, dispone:

“Artículo 25.-  Modificado D.L. 3074/68, art. 1º .  La cesación definitiva de funciones se produce en los siguientes casos:

a, b,

c) Por supresión del empleo”.

“Artículo 28.-  La supresión de un empleo público coloca automáticamente en situación de retiro a la persona que lo desempeña, salvo lo que se dispone para empleados inscritos en carrera”.

El Decreto 1222 de 1986, consagra:

“Artículo 60.-  Corresponde a las asambleas por medio de ordenanzas:

1,2,…

5.-  Determinar, a iniciativa del gobernador, la estructura de la administración departamental, las funciones de las diferentes dependencias y las escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleo”…

“Artículo 94.-  Son atribuciones del gobernador:

1, 2,…

9.-  Crear, suprimir y fusionar los empleos que demanden los servicios departamentales, y señalar sus funciones especiales, lo mismo que fijar sus emolumentos”…

La Ley 443 de 1998, establece:

“Artículo 41.-  Reforma de plantas de personal.  Con el fin de garantizar la preservación de los derechos de los empleados de carrera, las reformas de plantas de personal de las entidades de la rama ejecutiva de los ordenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera, deberán motivarse expresamente, fundarse en necesidades del servicio o en razón de modernización de la administración y basarse en estudios técnicos que así lo demuestren, elaborados por las respectivas entidades, la Escuela Superior de Administración Pública, firmas especializadas en la materia, o profesionales en administración pública u otras profesiones idóneas, debidamente acreditados, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional” … (Subrayas mías).

“Artículo 39.-  Derechos del empleado de carrera administrativa en caso de supresión del cargo.  Los empleados públicos de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una entidad a otra, o de modificación de planta, podrán optar por ser incorporados a empleos equivalentes o a recibir indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional”…

El Decreto 1572 de 1998, contempla:

“Artículo 135.-  Modificado D. 2504/98, art. 6º.-  Los empleados de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades o de dependencias o del traslado de funciones de una entidad a otra o de modificación de planta, tendrán derecho a optar por ser incorporados a empleos equivalentes conforme con las reglas de que trata el artículo 39 de la Ley 443 de 1998, para lo cual debe surtirse el trámite que legalmente se adopte o por recibir la indemnización de que trata el artículo 137 de este decreto”…

La Ley 617 de 2000 “Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional”, dispuso:

“Artículo 3º.-  Financiación de gastos de funcionamiento de las entidades territoriales.  Los gastos de funcionamiento de las entidades territoriales deben financiarse con sus ingresos corrientes de libre destinación, de tal manera que éstos sean suficientes para atender sus obligaciones corrientes, provisionar el pasivo prestacional y pensional, y financiar, al menos parcialmente la inversión pública autónoma de las mismas”…

“Artículo 4º.-  Valor máximo de los gastos de funcionamiento de los departamentos.  Durante cada vigencia fiscal los gastos de funcionamiento de los departamentos no podrán superar, como proporción de sus ingresos corrientes de libre destinación, los siguientes límites:

Categoría Límite

Especial 50%

Primera 55%

Segunda 60%

Tercera y Cuarta 70%”.

“Artículo 74.-  Atribuciones de los gobernadores y alcaldes.  El gobernador y el alcalde en ejercicio de las funciones establecidas en los artículos 305 numeral 7 y 315 numeral 7 de la Constitución Política respectivamente podrán crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias, señalar sus funciones especiales y fijar sus emolumentos con sujeción a la ley, las ordenanzas y los acuerdos respectivamente.  El gobernador con cargo al tesoro departamental no podrá crear obligaciones que excedan al monto global fijado para el respectivo servicio en el presupuesto inicialmente aprobado.  El alcalde no podrá crear obligaciones que excedan el monto globalmente fijado para gastos de personal en el presupuesto inicialmente aprobado para dar cumplimiento a los efectos de la presente ley”.

La Ordenanza No. 014 de abril 29 de 2001, “Por medio de la cual se conceden unas autorizaciones protémpore al Gobernador del Departamento para modificar la estructura administrativa de la Administración Central y Descentralizada del Departamento, determinar las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondiente a sus diferentes categorías de empleo y se dictan unas disposiciones”.

RAZONES   DE   LA   DEFENSA  INVOCADAS POR EL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO

De los antecedentes y de la normatividad transcrita, se colige claramente que en la reestructuración efectuada por el Ejecutivo Departamental, se dio estricto cumplimiento a los preceptos constitucionales y legales que rigen la materia, por cuanto que el Gobernador tiene la facultad de suprimir cargos de la estructura central de la Administración, tal como lo establece la Carta Política, al igual que, poseía atribuciones concedidas por la Asamblea Departamental del Quindío para reestructurar el Ente Central, siendo prioridad la adecuación de la planta de personal, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley 617 de 2000, al tenor de la mencionada ley, se tornó forzoso para los departamentos, propender por la viabilidad presupuestal y buscar la racionalización de los gastos de funcionamiento en los departamentos; ahora veamos lo que ha expresado la jurisprudencia al respecto de la supresión de cargos de carrera administrativa:  Sentencia T-374 de marzo 31 de 2000, Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, CARRERA ADMINISTRATIVA, VALIDEZ DE LA SUPRESIÓN DE CARGOS, M.P.  Alvaro Tafur Galvis: “2.1.  Facultad para suprimir cargos de carrera administrativa.  La administración pública está facultada para adecuar su funcionamiento a las necesidades del servicio, por lo tanto, se encuentra legitimada para crear, modificar, reorganizar y suprimir los cargos de su planta de personal, cuando las necesidades públicas o las restricciones económicas se lo impongan o cuando el desempeño de los funcionarios así lo exigen, en cumplimiento de los fines impuestos por el artículo 209 de la Constitución.  Siendo ello así, la facultad de suprimir cargos públicos, inclusive los que corresponden a la carrera administrativa, por motivos de necesidades de servicio está debidamente autorizada por la Constitución Nacional”.

“…Así mismo cabe señalar que la supresión de un cargo de carrera administrativa se puede producir por múltiples circunstancias, por fusión o liquidación de la entidad pública respectiva, por reestructuración de la misma, por modificación de la planta de personal, por clasificación de los empleos, por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público, controlar el gasto público, etc.  Objetivos que deben dirigirse exclusivamente a lograr el mejoramiento administrativo en términos de calidad, idoneidad y eficiencia del servicio público, basarse en criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general, sin dejar de lado la protección de los derechos de los trabajadores.

Igualmente, no hay duda de que la pertenencia a la carrera administrativa implica para los empleados escalafonados en ella la estabilidad en el empleo, sin embargo, esa sola circunstancia no obliga al Estado a mantener los cargos que éstos ocupan, por siempre y para siempre, pues pueden existir razones y situaciones que justifiquen la supresión de los mismos.  La estabilidad, como tantas veces se ha dicho, “no significa que el empleado sea inamovible”.
De otra parte ha de señalarse que el derecho a la estabilidad, no impide que la administración, por razones de interés general ligadas a la propia eficacia y eficiencia de la función pública, puede suprimir determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado cumpla sus cometidos.  Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el Estado lo haga, sin que puedan oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que éstos deben ceder ante el interés general”.  (Subrayas fuera de texto).

Sentencia C-954 de septiembre 6 de 2001, Corte Constitucional, Sala Plena, M.P. Jaime Araujo Mejía:

“… 3.  La supresión de cargos de carrera administrativa como consecuencia de los procesos de reestructuración de la administración pública frente a los derechos de los trabajadores.

La Corte ha sostenido que “el Estado, para cumplir con sus fines, debe reajustar la estructura orgánica y funcional que le sirve de medio para obtenerlos.  Por lo tanto, en lo que respecta a la administración pública, resulta razonable que se produzca la correspondiente valoración del desempeño de las entidades que la conforman, con el fin de evaluar su misión, estructura, funciones, resultados, etc., y adecuarlas a los objetivos demarcados constitucionalmente.

Tales reajustes pueden conducir a la supresión de cargos de carrera, concretamente como consecuencia de reestructuraciones administrativas que impliquen reformar las plantas de personal, lo cual podría afectar los derechos de los empleados, especialmente los de carrera, que en principio gozan de cierta estabilidad laboral.  Con fundamento en ello, el legislador, en procura de la protección de estos derechos, exige que la supresión de tales cargos no pueda ser caprichosa, arbitraria o subjetiva…”.

“…La propia Ley 443 de 1998, con el fin de preservar los derechos de los empleados de carrera, contempla en su artículo 41 que las reformas de las plantas de personal de las entidades de la rama ejecutiva de los ordenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera, deberán motivarse expresamente, fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración y basarse en estudios técnicos que así lo demuestren…

…En conclusión, la supresión de cargos de carrera, producida por la reforma total o parcial de las plantas de personal, no puede ser arbitraria, pues está limitada por las normas constitucionales y legales y el respeto de los derechos fundamentales de los trabajadores.

Ahora bien, de conformidad con el artículo 58 superior, el interés particular que tiene el trabajador respecto de la estabilidad en su cargo debe ceder ante el interés público o social que comporta la supresión de cargos como consecuencia de los procesos de reestructuración de las entidades…”.

Sentencia C-613 de 1994.  M.P.  Alejandro Martínez Caballero, Corte Constitucional:

“…2.3.  Indemnización para los empleados públicos pertenecientes a carrera administrativa cuyo cargo sea suprimido.  

Como contrapeso de la facultad que tiene la administración para suprimir cargos en su planta de personal, la legislación colombiana, con el fin de garantizar la llamada estabilidad laboral del trabajador, consagrada por el artículo 35 superior como principio mínimo fundamental, establece ciertas garantías en favor del empleado que enfrenta los efectos de un retiro.

Es así como en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998, se determinan los derechos que pueden ejercer los empleados públicos de carrera administrativa cuyos cargos hayan sido suprimidos como consecuencia de la liquidación o fusión de entidades o dependencias, del traslado de funciones de una entidad a otra, o de la modificación de la planta de personal del organismo al cual prestan sus servicios.  En ese orden de ideas dichos empleados pueden optar por una de estas dos (2) alternativas: (I) Ser incorporados a empleos equivalentes, siempre y cuando la vacante se presente dentro de los seis meses siguientes al retiro.  (II) Recibir una indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional.

La indemnización consagrada en la ley, por la terminación unilateral del contrato de trabajo, constituye un instrumento eficaz, para resarcir el daño que pueda causarse al empleado público perteneciente a la carrera administrativa por razón de la supresión del cargo que venía desempeñando, abstracción hecha de que esa decisión haya obedecido a claros fines de interés general de mejoramiento del servicio.

La indemnización, es una reparación que tiene fundamento en el daño que recibe el trabajador a causa de su despido, como consecuencia del perjuicio económico que tiene como finalidad compensar el efecto negativo a que da lugar la finalización del contrato, debido a la reestructuración del organismo.

Dado que la supresión de cargos así sea con los fines anotados implica necesariamente un daño, surge con claridad meridiana el deber de reparación por parte del Estado, pues si bien es cierto que el daño puede catalogarse como legítimo por que el Estado en función de la protección del interés general puede determinar el número de sus funcionarios esto no implica que el trabajador retirado del servicio tenga que soportar íntegramente la carga específica de la adecuación del Estado, ella debe ser asumida por toda la sociedad en razón del principio de igualdad de todos ante las cargas públicas.  Por ello se trata de una indemnización reparatoria fundamentada en el reconocimiento que se hace a los derechos adquiridos en material laboral…”. 

El Honorable Consejo de Estado, en sentencia de noviembre 26 de 1998, contempló: 
 “…Igualmente advierte que son las Asambleas Departamentales a las que, por medio de ordenanza, les corresponde (art. 300 – 7 C.P.) determinar la estructura de la administración departamental a iniciativa del gobernador, y estructurar implica entre otras tareas la adición, fusión y supresión de cargos, sin que haya lugar a quebrantamiento legal alguno, lo que da pie a que el gobernador con fundamento en las atribuciones constitucionales que le son propias, y las legales establecidas en el Decreto 1222 art. 94 – 9 adecue la planta de personal existente a una nueva estructura…”

El Honorable Tribunal Administrativo del Quindío en Sala de Decisión, profirió fallo el 12 de julio de 2000, M.P. Dr.  Humberto Quintero Herrera, que reza:  “…Podría pensarse en principio, y por razón de dicha situación, que con la supresión de su cargo se violaron sus derechos a la estabilidad relativa de que gozan los empleados de carrera, y que su separación del servicio solo podía llevarse a cabo por causas objetivas derivadas de la evaluación de su rendimiento o por faltas disciplinarias previamente comprobadas, estas situaciones no se dieron en el caso a estudio, tal como lo establece el art. 125, inciso 3º de la Constitución Política.  Pero se tiene que esta posición no es correcta, porque considera el Tribunal que no solo por violación del régimen disciplinario o por calificación insatisfactoria en el desempeño del empleo, se puede configurar el retiro de un empleo inscrito en el escalafón de carrera.  Basta con leer el art. 125 inciso 4º de la Constitución Política, donde claramente se estipula que además de esos dos eventos podrán existir otras causales de retiro previstas en la Constitución y la ley…”.

Se infiere pues, de las anteriores transcripciones, que el Ejecutivo Departamental actuó amparado en claros preceptos que le permitían efectuar la reestructuración del Ente Central, de igual manera observó los postulados que le exigían que debía adecuar la planta de personal, para así reducir los gastos de funcionamiento y hacer viable al Departamento presupuestalmente, según lo dispuesto por la Ley 617 de 2000, es de claridad meridiana que la facultad de suprimir cargos de la Administración radica en el Gobernador no violando éste los preceptos consagrados en la carrera administrativa, por cuanto que en la comunicación dirigida a la demandante se le concedieron las dos alternativas que contempla la ley, en caso de supresión de cargos de carrera administrativa, los cuales son:  Optar entre percibir la indemnización de que trata el artículo 137 del Decreto 1572 de 1998 o tener tratamiento preferencial para ser incorporado en cargo equivalente, conforme con las reglas establecidas en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998, además se le comunicó también que debería manifestar su decisión mediante escrito dirigido al Director de Talento Humano de la entidad, dentro de los cinco (5) días calendario siguientes a la fecha de recibo de la comunicación respectiva, y manifestar a cuál de las dos opciones se acogía, en caso de no hacerlo se entendía que optaba por la indemnización (oficio de fecha 13 de diciembre de 2001, con fecha de recibido por la accionante el 17 de diciembre de 2001); en la hoja de vida de la señora GLADYS ARBELÁEZ DE SABOGAL, reposa la Resolución número 271 del 28 de diciembre de 2001 “Por medio de la cual se reconoce y se ordena el pago de una indemnización”, autorizada mediante orden de pago No. 7420 y cancelada según comprobante 336 del 14 de febrero de 2002, el cual anexo; infiriéndose que a la demandante se le reparó el daño causado con la supresión de su cargo, con la indemnización pagada por la Administración Departamental; además con la reestructuración del Ente Central, se buscó la racionalización del gasto de la administración, la profesionalización y tecnificación de la planta, todo encaminado a mejorar de manera general, la eficiencia, eficacia y celeridad en la gestión de los asuntos, objetivos compatibles con la filosofía de la reestructuración, destacándose que al adecuar el tamaño del Sector Central de la Administración Departamental a sus reales ingresos se dio así cumplimiento a las exigencias de la Ley 617 de 2000.

De otra parte, es preciso dejar claro cuando un cargo es equivalente:

El artículo 39 de la Ley 443 de 1998, establece:

“Derechos del empleado de carrera administrativa en caso de supresión del cargo.  Los empleados públicos de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una entidad a otra, o de modificación de planta, podrán optar por ser incorporados a empleos equivalentes o a recibir indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional.

Para la incorporación de que trata este artículo se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

1.-  La incorporación se efectuará, dentro de los seis meses siguientes a la supresión de los cargos, en empleos de carrera equivalentes que estén vacantes o que de acuerdo con las necesidades del servicio se creen en las plantas de personal…”.  (Subrayas mías).

El Decreto 1173 de 1999, estipula:

“Artículo 1º.-  Modificar el artículo 158 del Decreto 1572 de 1998, el cual quedará así:

Artículo 158.-  Se entiende que un empleo es equivalente a otro cuando tiene funciones iguales o similares, para su ejercicio se exijan requisitos de estudio y de experiencia iguales o similares y cuando la asignación básica de aquél no sea inferior a la de éste…”.  (Subrayas mías).

En la hoja de vida de la demandante, no consta comunicación alguna en la que se manifieste su deseo de ser reincorporada a la nueva planta, de igual manera para que proceda la incorporación a empleo equivalente, se requiere que las funciones sean iguales o similares, que se exijan los mismos requisitos de estudio y experiencia iguales o similares y cuando la asignación básica no sea inferior a la que tenía en la antigua planta de cargos.

En cuanto a lo manifestado en la demanda por la parte actora respecto de la no existencia de los estudios técnicos, se puede constatar del oficio de fecha 3 de diciembre de 2001 dirigido a la Doctora Cielo López Gutiérrez, que el estudio técnico se remitió en esa época, por el Consultor Pablo Ariel Olarte Casallas; de igual manera el día 4 de diciembre de 2001 la Comisión de Reestructuración conformada por la Directora de Planeación, Secretaria Jurídica, Secretario de Hacienda, el Asesor de Gestión y el Gerente de Infraestructura, hicieron entrega al señor Gobernador, Doctor Luis Fernando Velásquez Botero, del documento técnico que sustentaba la modificación a la estructura interna y otros documentos, no siendo cierta la aseveración de la demandante cuando manifiesta que el estudio técnico fue expedido después de la vigencia del Decreto 644 del 10 de diciembre de 2001 (anexo los oficios citados); en relación al oficio del 28 de diciembre de 2001 remitido por el Doctor Pablo Ariel Olarte Casallas, lo que se remitió con éste fue una copia del documento técnico de estructura y planta, comprendiendo el organigrama y un cargograma, pero para la identificación y el manejo interno de cada dependencia.

Por lo antes expuesto, le solicito al Honorable Magistrado se absuelva a la Administración Departamental de la responsabilidad que se le endilga.

En Fallo de Primera instancia proferido por el Tribunal Administrativo  del Quindío se condeno al Departamento por las siguientes razones:

Problema jurídico: Determinar si el cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 40  fue efectivamente suprimido por el Decreto Departamental 000644 de 10 de diciembre de 2002.

Efectos de la supresión de Cargos y derechos que le confiere al empleado:  En términos generales la supresión de cargos  en la administración estatal en todos los niveles, central y descentralizado, constituye un mecanismo para desarrollar los principios de la función administrativa consagrados en el ordenamiento constitucional y legal, principalmente los principios funcionales de eficiencia y eficacia para la prestación del servicio público, en aras de la realización efectiva y con objetividad del interés general.

Ahora bien ello no implica que se trate de una prerrogativa exorbitante del Estado sin lugar a generar consecuencias jurídicas en quien repercute la decisión.  La Ley y la jurisprudencia han sido claras en establecer que el daño ocasionado a quien venía desempeñando un empleo que ha sido suprimido, aunque legítimo, debe ser indemnizado a manera de reparación fundada en el reconocimiento que se hace a los derechos adquiridos en materia laboral.

En desarrollo del Artículo 25 de la Carta Política, la Ley 443 de 1998 que regia para la época de la reestructuración de 2009, establece ciertas garantías a favor del empleado que enfrenta los efectos de un retiro, así el inciso 1 del artículo 39 dispuso: 

ARTICULO 39. DERECHOS DEL EMPLEADO DE CARRERA ADMINISTRATIVA EN CASO DE SUPRESION DEL CARGO. <Artículo derogado por el artículo 58 de la Ley 909 de 2004> Los empleados públicos de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una entidad a otra, o de modificación de planta, podrán optar por ser incorporados a empleos equivalentes  o a recibir indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional. 

Para la incorporación de que trata este artículo se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 

1. La incorporación se efectuará, dentro de los seis meses siguientes a la supresión de los cargos, en empleos de carrera equivalentes que estén vacantes o que de acuerdo con las necesidades del servicio se creen en las plantas de personal, en el siguientes orden: 

1.1 En las entidades en las cuales venían prestando sus servicios, si no hubieren sido suprimidas. 

1.2 En las entidades que asuman las funciones de los empleos suprimidos. 

1.3 En las entidades del sector administrativo al cual pertenecían las entidades, las dependencias, los empleos o las funciones suprimidos. 

1.4 En cualquier entidad de la Rama Ejecutiva del orden nacional o territorial, según el caso. 

2. La incorporación procederá siempre y cuando se acrediten los requisitos mínimos para el desempeño de los respectivos empleos exigidos en la entidad obligada a efectuarla. 

3. La persona así incorporada continuará con los derechos de carrera que ostentaba al momento de la supresión de su empleo y le será actualizada su inscripción en la carrera. 

4. De no ser posible la incorporación dentro del término señalado, el exempleado tendrá derecho al reconocimiento y pago de la indemnización. 

PARAGRAFO 1o. Cuando se reforme total o parcialmente la planta de personal de un organismo o entidad y los empleos de carrera de la nueva planta, sin cambiar sus funciones, se distingan de los que conformaban la planta anterior por haber variado solamente la denominación y el grado de remuneración, aquellos cargos no podrán tener requisitos superiores para su desempeño y los titulares con derechos de carrera de los anteriores empleos, deberán ser incorporados por considerarse que no hubo supresión efectiva de éstos. 

PARAGRAFO 2o. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> En el evento de que el empleado opte por la indemnización o la reciba, el acto administrativo en que ésta conste prestará mérito ejecutivo y tendrá los mismos efectos jurídicos de una conciliación. Los términos de caducidad establecidos en el Código Contencioso Administrativo para instaurar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se contarán a partir de la declaratoria de nulidad del acto administrativo que originó la supresión del empleo. 

De lo anterior se desprende que correlativamente a los derechos del empleado a quien se le suprimió el cargo que venía ejerciendo en carrera administrativa, se impone para la administración un deber de incorporarlo dentro de los 6 meses siguientes a la supresión de los cargos a otro equivalente con las condiciones que para el efecto señala la ley, o en su defecto, el ex empleado tendrá derecho al reconocimiento y pago de la indemnización en los términos y condiciones señalados por el Gobierno Nacional a través de sus decreto reglamentarios.

Conforme a los postulados del artículo 45 del Decreto 1568 de 1998, la actora disponía de un término de cinco días siguientes a la notificación de la supresión del cargo, para manifestar si optaba por un cargo equivalente al que venía desempeñando, o si aceptaba la respectiva indemnización, ya que si guardaba silencio se presumía que optaba por esta última. Se estableció que la actora guardo silencio, así se observa en el informativo, que mediante resolución No. 271 de 2001, se le reconoció y ordenó el pago de una indemnización, la actora recibió a titulo de indemnización $22.789.944,oo.

Sobre la equivalencia de cargos (supresión aparente del cargo)

Los actos  administrativos contentivos de procesos de supresión de cargos conllevan por si mismos una generalidad aparente, por medio de los cuales el ente facultado por la ley decide los empleos que por razones del servicio se suprimen de una entidad, se trata de actos generales que conllevan la afectación de un interés jurídico concreto, mediante los cuales el nominador decide si un funcionario es o no incorporado a la nueva planta de personal, tal incorporación dependerá de una de las siguientes circunstancias:

- Que el cargo en el especial no haya sido suprimido; o 

- Que siendo suprimido por el acto de carácter general, existe en la nueva planta de personal   un cargo con equivalencia de funciones que permiten al empleador establecer que el trabajador podrá cumplir a cabalidad la función pública que los manuales de funciones establecieron para el cargo nuevo,

Con relación a la equivalencia de cargos, el Consejo de Estado expresó  que está  “debe examinarse respecto de los deberes, atribuciones y responsabilidades que le haya señalado la Constitución, la ley o el reglamento, según la clase de empleo, su nivel jerárquico, sus requisitos y su grado salarial”.

En sentencias anteriores, este Tribunal atendiendo la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha manifestado:

“Puede suceder que la planta de personal de una entidad estipule cargos de igual nivel y denominación pero diferente grado que se tomaran como distintos empleos, cuando las distinciones de grado que implican diferencias salariales corresponden a diversa “complejidad y responsabilidad inherente al ejercicio de las funciones”.

“DECRETO 1042 DE 1978. Artículo 13º.- De la asignación mensual. La asignación mensual correspondiente a cada empleo estará determinada por sus funciones y responsabilidades, así como por los requisitos de conocimientos y experiencia requeridos para su ejercicio, según la denominación y el grado establecidos por el presente Decreto en la nomenclatura y la escala del respectivo nivel.

Se entiende por denominación la identificación del conjunto de deberes, atribuciones y responsabilidades que constituyen un empleo.

Por grado, el número de orden que indica la asignación mensual del empleo dentro de una escala progresiva, según la complejidad y responsabilidad inherente al ejercicio de sus funcione”.

Así mismo puede estipular empleos de igual denominación y grado que no obstante  serán diferentes, cuando el manual especifico les asigne funciones, requisitos y/0 responsabilidades distintas”.

De ahí que, la supresión de un empleo puede resultar inexistente cuando subsisten en la planta de personal de la entidad igual o superior número de cargos de la misma denominación con igual o distinto grado, siempre que las funciones asignadas y la responsabilidad inherente a dichas funciones sea idéntica.

Por ello el artículo 136 del decreto 1572 de 1998 estipulo lo siguiente: 

“Artículo 136º.- Cuando se conforme total o parcialmente la planta de personal de una entidad y los empleos de carrera de la nueva planta, sin cambiar sus funciones, se distingan de los que conforman la planta anterior por haber variado solamente la denominación y el grado de remuneración, estos cargos no podrán tener requisitos superiores para su desempeño exigibles a los titulares con derechos de carrera de las anteriores cargos, quienes deberán ser incorporados en la situación en que venía, por considerarse que no hubo supresión efectiva de éstos”.

Teniendo en cuenta lo anterior se procederá a analizar en el caso sub examine  si se dio una efectiva supresión del cargo que venía ocupando la actora.

Caso concreto.

Sostiene la parte demandante no hubo supresión efectiva del cargo debido a que las funciones que ostentaba como Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 04 se encuentran asignadas al cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 02 que se crea con el Decreto 644 de 2001.

De acuerdo con lo anterior, el hecho relevante que se debe probar para desvirtuar la presunción de legalidad de los actos administrativos demandados, es que las funciones que legalmente le correspondían al cargo suprimido comparadas con la nueva plata de personal al cargo de la misma denominación son iguales o  equivalentes, para tal efecto se realizará un cuadro comparativo, y se determinará si efectivamente las funciones del cargo suprimido y el cargo creado por los actos demandados son iguales o si por el contrario se dio la supresión efectiva del cargo:

	
	CARGO SUPRIMIDO
	CARGO CREADO

	NOMBRE DEL CARGO
	AUXILIAR ADMNISTRATIVO
	AUXILIAR ADMINISTRATIVO 

	CODIGO Y GRADO
	550,  40  
	550,  02

	DEPENDENCIA 
	DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TALENTO HUMANO 
	DEPARTAMENTO DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, SECRETARIA DE DESARROLLO ECONÓMICO, RURAL Y AMBIENTAL, SECRETARIA DE EDUCACIÓN, OFICINA DE CONTROL INTERNO, SECRETARIA DEL INTERIOR Y DESARROLLO SOCIAL, SECRETARIA DE HACIENDA, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO JURÍDICO Y DE CONTRATACIÓN, OFICINA DE ASUNTOS DISCIPLINARIOS, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN, SECRETARIA PRIVADA, SECRETARIA DE TURISMO Y CULTURA, SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA         

	JEFE INMEDIATO 
	DIRECTOR DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TALENTO HUMANO 
	JEFE DE DEPARTAMENTO DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, SECRETARIO DE DESARROLLO ECONOMICO, RURAL Y AMBIENTAL, SECRETARIO DE EDUCACIÓN, JEFE DE LA OFICINA DE CONTROL INTERNO, SECRETARIO DEL INTERIOR Y DESARROLLO SOCIAL, SECRETARIO DE HACIENDA, JEFE DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO JURÍDICO Y DE CONTRATACIÓN, JEFE DE LA OFICINA DE ASUNTOS DISCIPLINARIOS, JEFE DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN, DESPACHO DEL GOBERNADOR, SECRETARIO DE TURISMO Y CULTURA, SECRETARIO DE INFRAESTRUCTURA         

	REQUISITOS MINIMOS 
	TITULO DE BACHILLER EN CUALQUIER MODALIDA.

VEINTICINCO HORAS DE SISTEMA BASICO DE COMPUTACIÓN

DOCE MESES DE EXPERIENCIA ESPECIFICA  
	TITULO DE BACHILLER EN CUALQUIER MODALIDAD

DOCEMESES DE EXPERIENCIA RELACIONADA

	FUNCIONES ESPECIFICAS 
	1-REALIZAR LABORES AUXILIARES DE APOYO A LOS PROCESOS ADMINISTRATIVOS QUE EJECUTE EL ORGANISMO RESPECTIVO DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE CONFORMIDAD CON LOS PLANES, PROGRAMAS Y PROYECTOS A ESTOS ASIGNADOS.

2- RECIBIR, RADICAR, TRAMITAR Y DESPACHAR LA CORRESPONDENCIA DEL ORGANISMO RESPECTIVO.

3- MANEJAR Y GARANTIZAR LA ACTUALIZACIÓN PERMANENTE DEL ARCHIVO DEL ORGANISMO RESPECTIVO.

4- COLABORAR CON EL DISEÑO Y APLICACIÓN DE FORMULARIOS, FORMATOS U OTROS INSTRUMENTOS PARA LA RECOLECCION DE INFORMACIÓN NECESARIA, SOPORTE DE PROGRAMAS Y PROYECTOS QUE ADELANTE EL ORGANISMO RESPECTIVO.

5- RESPONDER POR EL CONSUMO RACIONAL Y EFICIENTE DE LOS ELEMENTOS NO DEVOLUTIVOS  Y ELABORAR EL PROGRAMA DE REQUERIMIENTOS CON LA PERIODICIDAD REQUERIDA POR EL ORGANISMO RESPECTIVO.

6- ORGANIZAR Y PREPARAR LOS MATERIALES,  EQUIPOS, INSTALACIONES Y DEMAS APOYOS LOGISTICOS NECESARIOS QUE PERMITAN EL DESARROLLO NORMAL DE LAS REUNIONES, EVENTOS O ACTIVIDADES ACADEMICAS QUE REALICE EL ORGANISMO RESPECTIVO.

7- VERIFICAR CON REGULARIDAD EL ESTADO FISICO DE LOS EQUIPOS Y DE LOS ELEMENTOS, Y COMUNICAR A QUIEN CORRESPONDA LA NECESIDAD DE SU MANTENIMIENTO O REPARACIÓN.

8- ORIENTAR E INFORMAR A LOS USUARIOS SOBRE LAS ACTIVIDADES O TRÁMITES A REALIZAR PARA OBTENER UNA RESPUESTA EFICAZ DEL ORGANISMO RESPECTIVO.

9- LAS QUE POR LA NATURALEZA DEL CARGO INTERACTUE EN VIRTUD DE UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEFINIDO O REFORMADO POSTERIORMENTE.

10- LAS DEMAS FUNCIONES QUE LE SIGNE EL SUPERIOR INMEDIATO DE ACUERDO A LA NATURALEZA DEL CARGO.           
	1-REALIZAR LABORES AUXILIARES DE APOYO A LOS PROCESOS ADMINISTRATIVOS QUE EJECUTE EL AREA RESPECTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE CONFORMIDAD CON LOS PLANES, PROGRAMAS, PROYECTOS A ESTOS ASIGNADOS.

2- RECIBIR, RADICAR, TRAMITAR Y DESPACHAR LA CORRESPONDENCIA DEL AREA RESPECTIVA.

3- MANEJAR Y GARANTIZAR LA ACTUALIZACIÓN PERMANENTE DEL ARCHIVO DEL AREA.

4- COLABORAR CON EL DISEÑO Y APLICACIÓN DE FORMULARIOS, FORMATOS U OTROS INSTRUMENTOS PARA LA RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN NECESARIA, SOPORTE DE LOS PROGRAMAS Y PROYECTOS QUE ADELANTE EL AREA RESPECTIVA.

5- RESPONDER POR EL CONSUMO RACIONAL Y EFICIENTE DE LOS ELEMENTOS NO DEVOLUTIVOS Y ELABORAR EL PROGRAMA DE REQUERIMIENTOS CON  LA PERIODICIDAD ESTABLECIDA POR EL AREA RESPECTIVA.

6- ORGANIZAR Y PREPARAR LOS MATERIALES, EQUIPOS, INSTALACIONES Y DEMAS APOYO LOGISTICO NECESARIOS QUE PERMITAN EL DESARROLLO NORMAL DE LAS REUNIONES, EVENTOS O ACTIVIDADES ACADEMICAS QUE REALICE EL AREA RESPECTIVA.

7- VERIFICAR CON REGULARIDAD EL ESTADO FISICO DE LOS EQUIPOS, ELEMENTOS Y COMUNICAR A QUIEN CORRESPONDA LA NECESIDAD DE SU MANTENIMIENTO O REPARACIÓN.

8- ORIENTAR E INFORMAR A LOS USUARIOS SOBRE LAS ACTIVIDADES O TRAMITES A REALIZAR PARA OBTENER UNA RESPUESTA EFICAZ DEL AREA RESPECTIVA.

9- LAS DEMAS FUNCIONES QUE LE ASIGNE EL SUPERIOR INMEDIATO DE ACUERDO CON LA NATURALEZ DEL CARGO Y QUE CORRESPONDA AL SECTOR DE SU COMPETENCIA Y SE ORIENTEN AL CUMPLIMIENTO DE SU MISIÓN Y EL ALCANCE DE LOS RESULTADOS DE SUS AREAS DE LA DEPENDENCIA.      


Una vez realizado el anterior paralelo, se evidencia una equivalencia entre el cargo de Auxiliar Administrativo  Código 550 Grado 40, suprimido, y el cargo de Auxiliar Administrativo código 550 grado 02, creado.

Se encuentra que la denominación y el código del cargo son iguales, también se observa identidad en las funciones especificas de ambos cargos. Con relación a la dependencia y el Jefe Inmediato, se establece  que el cargo suprimido se ubica dentro del departamento Administrativo de talento Humano, por su parte el cargo creado, existe en varias dependencias, entre las cuales está el departamento de Asuntos Administrativos, el cual viene a ser conformado por la Dirección de talento Humano y la Dirección de Servicios Administración, lo que permite deducir la semejanza en estos dos aspectos.

Como diferencias en los cargos se establece, primero, en el grado de remuneración, en el cargo suprimido es 40, mientras que en el cargo creado es 02,  y segundo en los requisitos mínimos, pues mientras que en cargo suprimido se exigía veinticinco (25) horas de sistema básico de computación,   en el cargo creado desapareció dicha exigencia.

En cuanto a la diferencia en el grado, siguiendo la jurisprudencia del Consejo de Estado y de conformidad con el artículo 136 del decreto 1572 de 1998, se concluye que no resulta ser significativa para hablar de una efectiva supresión del cargo, ya que las funciones del mismo, su denominación y jerarquía permanecen iguales y o semejantes. Tal situación constituye prueba de ilegalidad del acto administrativo demandado por no desaparición del cargo, y subsiguientemente de su equivalencia con el cargo creado, incluso haciendo referencia a la diferencia relacionada con la disminución de los requisitos, se infiere que no se pretendía  una profesionalización en la planta, como pretendía la parte demandada explicar, quedando así patente la falsa motivación del acto de supresión.

Conclusiones: 
1- Resulto demostrado que el cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 40 que desempeñaba la demandante sufrió una supresión aparente mediante el decreto objeto de impugnación, que seguidamente creo el mismo cargo pero con variación del grado

2- En consecuencia el Tribunal procederá a declarar la Nulidad Parcial del Artículo 1 del Decreto Departamental  No. 000644 del 10 de diciembre de 2001, en el efecto particular de suprimir un (1) cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 40 que desempeñaba la demandante.

3- De la misma manera a fin de lograr el Restablecimiento del Derecho de la actora se ordenara al Departamento del Quindío:
a- Reintegrar a la demandante al cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 grado 40 que detentaba o a otro similar o de superior categoría dentro de la Administración Central del Departamento del Quindío.

b- Liquidar y pagar los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir por la actora, desde la fecha del retiro (13 de diciembre de 2001) hasta que se haga efectivo el reintegro.

c- De los valores que resulten a favor de la actora se descontara lo que recibió por concepto de indemnización por la supresión del cargo, esto es, la suma de $22.789.944.

d- Los valores que resulten liquidados, deberán a demás ser indexados con aplicación de los ajustes de valor contemplado en el artículo 178 de C.C.A, para la cual se empleara la siguiente fórmula:
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e- Igualmente se declara que no ha existido solución de continuidad en el servicio de la parte actora con la entidad demandada por el lapso de la condena económica señalada.

En Sentencia de Segunda Instancia del 25 de marzo de 2010 el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda manifiesta en su decisión:

Caso concreto:

Una vez analizadas todas las pruebas allegadas al sub lite, encuentra la Sala que no hubo tal supresión del empleo de auxiliar Administrativo  559, Grado 40, como pasa a verse:

El mismo Decreto departamental 644 de 10 de diciembre de 2001, creo 35 auxiliares Administrativos en el Nivel 550, dos de ellos con grado 02.

Mediante el decreto No. 656 de 12 de diciembre de 2001, se consagró el nuevo manual de funciones y requisitos mínimos para los empleados de la planta. Allí se observa las 10 funciones asignadas para el nuevo cargo de Auxiliar Administrativo  550, Grado 02.

Encuentra la Sala que esas 10 funciones asignadas al cargo de Auxiliar Administrativo 550, Grado 02, son las mismas asignadas antiguamente al cargo de Auxiliar Administrativo 550, Grado 40 de la planta anterior, según el manual de funciones contenido en el decreto 995 de 30 de octubre de 1998.

Que si bien el Decreto 644 de 10 de diciembre de 2001, acusado, si bien suprimió los únicos dos cargos de auxiliar Administrativo 550 con grado 40, al mismo tiempo contemplo en la nueva planta dos cargos de la misma denominación con diferente grado, pero con las mismas funciones e idéntica responsabilidad asignada a los dos cargos suprimidos.

Lo anterior permite concluir que tanto en la antigua planta como en la nueva, siempre existieron los mismos empleos, pues después de la reestructuración, subsistieron las mismas funciones atrás reseñadas asignadas a igual número de cargos, de ahí que no existió ninguna supresión.

Así las cosas, la entidad debió de oficio incorporar en los cargos de Auxiliar  Administrativo 550, grado 02, a quienes venían desempeñando  en carrera las mismas funciones del cargo de auxiliar Administrativo 550, grado 40.

La decisión de no incorporar al actor en la nueva planta de personal, violenta de manera grosera no solo los artículos 39 y siguientes de la Ley 443 de 1998, sino el artículo 125 de la Constitución Política, que propende por lograr que en la mayoría de los empleos en las entidades   del estado sean provistos por personas que estén dentro de la carrera administrativa para salvaguardar la buena prestación del servicio.

Conforme a lo anterior se confirmara la sentencia apelada.

El Departamento del Quindío reintegro a la demandante señora Gladys Arbeláez de Sabogal pagando  por tal condena Comprobante de Egreso No. 4772 y Orden de Pago No. 4272 por valor de $167.318.700, Comprobante de Egreso No. 7670 y Orden de Pago No. 7225 por valor de $9.907.718,21, ascendiendo el pago a la Suma de $187.226.4118,21. 
CONSIDERACIONES DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN DE LA GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO FRENTE AL CASO SUB-EXAMINE:
Veamos la siguiente normatividad para establecer si hubo DOLO O CULPA GRAVE en el Ejecutivo Departamental de la época año 2001, doctor LUIS FERNANDO VELASQUEZ BOTERO:
El Artículo 90 de la Carta Política de Colombia establece que en el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de un daño antijurídico que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo aquel deberá repetir contra este.

La Ley  678 de agosto 3 de 2001 reglamento la determinación de la responsabilidad patrimonial de los Agentes del Estado a través del ejercicio de la Acción de Repetición o del Llamamiento en Garantía con fines de Repetición.

Es deber de los respectivos funcionarios de las entidades públicas ejercitar la Acción de Repetición siempre que se verifiquen los presupuestos que la Constitución y la Ley establecen para el efecto, en consecuencia no siempre que el Estado haya sido condenado tiene que instaurarse la Acción de Repetición, sino únicamente cuando el daño causado por el Estado haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de sus agentes, el incumplimiento de este deber constituye falta disciplinaria; así las cosas la persona jurídica de Derecho Público que sufrió detrimento patrimonial con motivo del pago de la condena está legitimada para ejercer la Acción de Repetición.

El Consejo de Estado ha reiterado que le incumbe a la administración probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico  que persigue y en consecuencia al ejercer la Acción de Repetición tiene la carga de acreditar oportunamente y debidamente: 
1- Que surgió para el Estado la obligación de reparar un daño antijurídico, bien sea por condena, por conciliación o por otra forma de terminación de un conflicto;
2-  Que el Estado pago totalmente dicha obligación, lo que le causo un detrimento patrimonial; 
3- La magnitud del detrimento patrimonial que se reclama del demandado y su fundamento;
4- Que el demandado a quien debe identificar de manera precisa es o fue agente del Estado, acreditando la calidad o cargo que tuvo;
5- Que el demandado actuó con dolo o con culpa grave; 
6- Y que el daño antijurídico referido fue consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del demandado.

La Ley 678 de 2001 contempla:

“Artículo 5°. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de

un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado.

Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:

1. Obrar con desviación de poder. 

2.  Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del

supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento.

3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración.
4.  Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado. 

5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial”.

“Artículo 6°. Culpa grave. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones.

Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas:

1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho. 

2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable. 

3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable.
4. Violar manifiesta e inexcusablemente el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal”. 
Así las cosas en el caso sub examine deben de analizarse los siguientes aspectos:

Según los antecedentes y de la normatividad que regia para la época de la reestructuración  año 2001, se colige claramente que el Ejecutivo Departamental dio estricto cumplimiento a los preceptos constitucionales y legales que rigen la materia, por cuanto que el Gobernador tiene la facultad de suprimir cargos de la estructura central de la Administración, tal como lo establece la Carta Política, al igual que, poseía atribuciones concedidas por la Asamblea Departamental del Quindío para reestructurar el Ente Central, siendo prioridad la adecuación de la planta de personal, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley 617 de 2000, al tenor de la mencionada ley, se tornó forzoso para los departamentos, propender por la viabilidad presupuestal y buscar la racionalización de los gastos de funcionamiento en los departamentos.

Veamos lo que ha expresado la jurisprudencia al respecto de la supresión de cargos de carrera administrativa:  
Sentencia T-374 de marzo 31 de 2000, Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, CARRERA ADMINISTRATIVA, VALIDEZ DE LA SUPRESIÓN DE CARGOS, M.P.  Alvaro Tafur Galvis: “2.1.  Facultad para suprimir cargos de carrera administrativa.  La administración pública está facultada para adecuar su funcionamiento a las necesidades del servicio, por lo tanto, se encuentra legitimada para crear, modificar, reorganizar y suprimir los cargos de su planta de personal, cuando las necesidades públicas o las restricciones económicas se lo impongan o cuando el desempeño de los funcionarios así lo exigen, en cumplimiento de los fines impuestos por el artículo 209 de la Constitución.  Siendo ello así, la facultad de suprimir cargos públicos, inclusive los que corresponden a la carrera administrativa, por motivos de necesidades de servicio está debidamente autorizada por la Constitución Nacional”.

“…Así mismo cabe señalar que la supresión de un cargo de carrera administrativa se puede producir por múltiples circunstancias, por fusión o liquidación de la entidad pública respectiva, por reestructuración de la misma, por modificación de la planta de personal, por clasificación de los empleos, por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público, controlar el gasto público, etc.  Objetivos que deben dirigirse exclusivamente a lograr el mejoramiento administrativo en términos de calidad, idoneidad y eficiencia del servicio público, basarse en criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general, sin dejar de lado la protección de los derechos de los trabajadores.

Igualmente, no hay duda de que la pertenencia a la carrera administrativa implica para los empleados escalafonados en ella la estabilidad en el empleo, sin embargo, esa sola circunstancia no obliga al Estado a mantener los cargos que éstos ocupan, por siempre y para siempre, pues pueden existir razones y situaciones que justifiquen la supresión de los mismos.  La estabilidad, como tantas veces se ha dicho, “no significa que el empleado sea inamovible”.
De otra parte ha de señalarse que el derecho a la estabilidad, no impide que la administración, por razones de interés general ligadas a la propia eficacia y eficiencia de la función pública, puede suprimir determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado cumpla sus cometidos.  Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el Estado lo haga, sin que puedan oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que éstos deben ceder ante el interés general”.  (Subrayas fuera de texto).

El  Dolo. El dolo ha sido asimilado a la mentira, y entendido como las maquinaciones encaminadas a engañar o estafar a otro, el dolo en el derecho civil  “es la maniobra fraudulenta que tiene por objeto engañar a una de las partes en un acto jurídico, a fin de lograr el consentimiento de ella.”  

El dolo es la culpa intencional e implica astucia o engaño para sorprender el consentimiento de la víctima.

La intención de engañar debe estar acompañada de maniobras mediante las cuales se logre el engaño y por esto la ley habla de “intención positiva” de inferir injusticia.  

El artículo 63 del Código Civil, define el dolo como la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otra, lo define como otro de los vicios del consentimiento, cuando se presenta como una conducta ilícita por parte de alguno de los contratantes con el propósito de inducir a la otra parte del negocio jurídico a error.

Los vicios de que puede adolecer el consentimiento, son error, fuerza y dolo. (Artículo 1508). 

Esta  figura ha sido ampliamente discutida porque para algún sector de la doctrina, el dolo no es propiamente un vicio del consentimiento, pues es un error provocado mediante el dolo el que viene a alterar el consentimiento del contratante. Sin embargo de lo que se trata en cualquiera de los casos es de sancionar a su autor, por considerarse un acto antisocial y desleal, buscando  al mismo tiempo proteger a la víctima y sus bienes. 

 

La regla general es que el dolo no se presume y, por lo tanto, debe probarse en desarrollo al principio de la buena fe que consagra el artículo 769 del mismo Código cuando expresa: 

“La buena fe se presume, excepto en los casos en que la ley establece la presunción contraria”.

“En todos los otros, la mala fe deberá probarse” 

En consecuencia de lo anterior, quien alegue el dolo tiene la carga de la prueba, sin embargo en algunos casos de manera excepcional, la ley presume el dolo como lo prevé la norma civil bajo estudio. 

Dice el artículo 1516 del Código Civil: 

“El dolo  no se presume salvo en los casos previstos en la ley. En los demás debe probarse.” 

Se infiere de lo anterior y de lo esgrimido en el Proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho  que se estudia  que los servidores de la Administración Departamental no actuaron con dolo ya que la conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado, no encuadrándose el actuar de la Administración a través de sus funcionarios o ex funcionarios en las presunciones del Articulo 5 de la Ley 678 de 2001.

Ahora veamos la  Culpa Grave remitiéndonos nuevamente a la legislación civil, se afirma que la culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios, tipología de culpa que en materia civil equivale al dolo (artículo 63).

La Ley 678 de 2001 por su  parte, estableció que “La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones”  es decir que hay culpa grave cuando un agente incurre en una conducta que causa un daño que hubiera podido evitarse con la diligencia y cuidado que correspondía a quien debía ejercer sus funciones ajustándose a la ley.

La Asamblea Departamental del Quindío, profirió la Ordenanza No. 0014 de abril 29 de 2001 “Por medio de la cual se conceden unas autorizaciones protémpore al Gobernador del Departamento para modificar la estructura administrativa de la Administración Central y Descentralizada del Departamento, determinar las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondiente a sus diferentes categorías de empleo y se dictan unas disposiciones”.

Señala el artículo 305 numeral 7 de la Carta Política como atribución del Gobernador la de “Crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias”.

El seis (6) de octubre del año 2000, fue expedida la Ley 617, norma que de manera fundamental, gira en torno a la organización y funcionamiento de las entidades territoriales, siendo uno de sus pilares la financiación de sus gastos de funcionamiento, con sus ingresos corrientes de libre destinación, así se ha previsto desde la presentación del proyecto de ley, el cual reza en uno de sus apartes:  “Ahora más que nunca se evidencia que de no introducirse reformas al sistema administrativo de los departamentos, distritos y municipios, se sacrificará su posibilidad de subsistir y se abandonarán los servicios públicos a su cargo.  En el futuro cercano, de seguir las cosas como van, el universo de tales entidades puede entrar en cesación de pagos.  De hecho, por lo menos el setenta por ciento (70%) de las entidades territoriales ya están en dicha situación.

La estabilidad financiera de cualquier entidad pública depende de que con sus ingresos corrientes, es decir, aquellos ingresos que se perciben de forma constante y permanente en el tiempo y que, por lo tanto, son la única fuente de recursos cierta, se paguen los gastos de funcionamiento, que son aquellos que se generan de forma permanente tales como salarios y prestaciones sociales.

Pagar gastos de funcionamiento con recursos no recurrentes, como el producto de un crédito, la venta de un activo, de una regalía o de una donación, implica generar un gasto futuro que no cuenta con recursos para su pago.  En el pasado reciente esto ocurrió para financiar los gastos permanentes de los departamentos, distritos y municipios.  Estas entidades recurrieron al crédito para cubrir estos gastos y poco a poco tapar un hueco con otro, condujo a la cesación de pagos de uno o más de los siguientes rubros: servicio de la deuda pública, pago del pasivo pensional o pago de los gastos ordinarios de la administración.

En el caso de las entidades territoriales las cifras (…) hablan por sí solas, sin consideración de la fuente de recursos usadas, las deudas hoy en día son, en la mayoría de las entidades territoriales, superiores a la capacidad de pago.  En estas condiciones es necesario reducir los gastos si se quiere tener viabilidad futura y cumplir con la prestación de los servicios a su cargo.

(…)

La descentralización se yergue como principio dominante, en aras de realizar el ideal democrático de cercanía de la autoridad al ciudadano (…) sin unas finanzas públicas sólidas, soportadas en la autofinanciación de los gastos de funcionamiento, la autonomía de las entidades territoriales quedará reducida a un mero formalismo y la sostenibilidad del proceso de descentralización no estará garantizada”.  (Resaltado fuera de texto).

El período constitucional de los actuales Gobernadores y Alcaldes, se inició el primero de enero  del año 2001, comenzaron los mandatarios,  entre otras, con la perentoria tarea de cumplir los preceptos contenidos en la trascendental Ley 617 de 2000, la cual en su artículo cuarto, establece, de acuerdo a las categorías de los departamentos, el valor máximo de sus gastos de funcionamiento, en el artículo 5º señala una tabla que indica el ajuste de los gastos de funcionamiento del departamento, estipulando un período de transición entre los años 2001 al 2004.
 En estudio técnico previo a la reestructuración de diciembre de 2001, efectuado a la organización interna del Departamento del Quindío, se contempló que si bien la estructura existente era una estructura simplificada, para efectos de dar cumplimiento a la Ley 617 de 2000, la misma debía ser modificada y racionalizada; siendo uno de los objetivos principales la profesionalización y tecnificación de la planta de personal, privilegiando los niveles profesional y técnico frente a los demás niveles de la Gobernación, dotando así al Departamento, del talento humano necesario, a efecto de optimizar el cumplimiento de su misión con calidad, eficiencia y eficacia.

La profesionalización y tecnificación se da en forma relativa y no absoluta, toda vez que, no se generó un aumento en el número de empleos, debido al ajuste financiero derivado de la Ley 617 de 2000; arrojando el estudio que la misión y la función del Departamento, exigen el desempeño de labores, derivadas de la aplicación de conocimientos adquiridos en desarrollo de una educación formal, sobre todo cuando el Departamento no es un ente ejecutor, sino básicamente gestor, coordinador y planificador del desarrollo del Departamento y de sus municipios.

Otra de las causas que dieron origen a la reestructuración del año 2001, fue la racionalización del gasto a la luz de la Ley 617 de 2000, con el objeto de que el Departamento fuera viable financieramente, convirtiéndose en una premisa fundamental que define y restringe el tamaño de la nueva planta de personal, adecuándose la nueva planta, al techo presupuestal establecido para el pago de los servicios personales, y permitiendo equilibrar las finanzas del Departamento hacia el futuro, tal como lo dispuso la Ley antes citada.

El señor Gobernador, en legítimo ejercicio de las facultades constitucionales y legales y en las precisas también facultades, otorgadas por la Honorable Asamblea Departamental, expidió los siguientes actos administrativos:

· Decreto No. 000642 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la organización interna del Sector Central de la Administración del Departamento del Quindío, se fijan las funciones de las dependencias que la integran y se dictan otras disposiciones”.

· Decreto No. 000643 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la escala salarial para los empleados públicos del Departamento del Quindío”.

· Decreto No. 000644 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la planta de personal de la Administración Central del Departamento del Quindío y se dictan otras disposiciones”.

· Decreto No. 000656 de diciembre 12 de 2001, “Por el cual se ajusta el manual específico de funciones y requisitos mínimos para los empleos de la Administración Central del Departamento del Quindío”.

Una vez el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío analiza el asunto en cuestión, vislumbra que no existe culpa grave en el actuar de los funcionario o ex funcionarios del Departamento del Quindío, por ello no hay lugar al inicio de ACCION DE REPETICIÓN alguna.

       3- No hubo proposiciones y varios. 

Se agota el orden  del día y se firma,

JOSE J. DONMINGUEZ GIRALDO

Secretario Privado

Presidente del Comité de Conciliación



YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

Secretaria Técnica 
Comité de Conciliación 
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Proyecto y elaboro: Dra. Yudi Francés Ramírez Giraldo

